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Resumen 
Este artículo de reflexión aborda la temática de la aplicación del control de 
convencionalidad difuso en el ordenamiento jurídico interno en materia electoral 
exclusivamente, lo anterior a partir de las disposiciones dadas sobre el tema en el Sistema 
Interamericano de Derechos Humanos.  
Lo anterior, atendiendo a las obligaciones que tienen los jueces al momento de fallar 
sobre el tema, en el cual se debe acudir a las disposiciones que se han concebido desde el 
sistema interamericano de Derechos Humanos, el cual ha sido ratificado por Colombia a 
razón del bloque de constitucionalidad, el cual se sustenta en las sentencias de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, y que incluso se ha ampliado a las opiniones 
consultivas emitidas.  
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The exercise of diffuse Conventionality Control in internal electoral matters: A view from 
the jurisprudence of the Inter-American Court of Human Rights 
 
Abstract 
This reflection article addresses the issue of the application of diffuse conventionality 
control in the domestic legal system in electoral matters exclusively, the foregoing based on 
the provisions given on the subject in the Inter-American Human Rights System. The 
foregoing, considering the obligations that judges have at the moment of failing an issue of 
this kind to resort to the provisions that the framework of the Inter-American Human 
Rights system has produced in the framework of judgments of the Inter-American Court of 
Human Rights, and that has even been extended to the advisory opinions issued 
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El presente artículo pretende comprender como se adaptado el sistema jurídico 
colombiano, teniendo en cuenta el control de convencionalidad difuso en materia electoral, 
para esto se analiza el papel del operador judicial al momento de acogerse a una disposición 
internacional sobre la violación de derechos humanos en materia electoral, y como esto se 
adapta al derecho doméstico, junto a las posibles contradicciones normativas que se pueden 
generar.    
Para esto partimos de los postulados de Cubides, Sierra & Carrasco (2016) quienes 
conciben el Control de Convencionalidad como  
un instrumento de origen internacional, que impone a los sistemas jurídicos de 
los Estados miembros del Sistema Interamericano de Derechos Humanos, la 
obligación de acoger los preceptos expuestos en diversas temáticas y adaptar 
su legislación en razón a la Convención Americana de Derechos Humanos y 
la interpretación que realice la Corte Interamericana de Derechos Humanos a 
través de su jurisprudencia (p.35).  
En este sentido, es preciso identificar los criterios que ha expedido la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, la cual se ha definido “un órgano principal y 
autónomo de la Organización de los Estados Americanos (OEA) encargado de la 
promoción y protección de los derechos humanos en el continente americano.” (OEA, 
2017, citado en Castañeda, 2018), en materia electoral, mencionando algunos ejemplos 
acerca de su aplicación en los ordenamientos jurídicos de los Estados miembro. 
Es pertinente reconocer que al hablar del Control de Convencionalidad difuso se está 
ordenando a los jueces que, al momento de fallar algún caso, realicen un análisis sobre el 
bloque de constitucionalidad  
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en especial lo dispuesto en la Convención Americana de Derechos Humanos 
que obliga a los estados miembro y a sus operadores jurídicos, dar fuerza 
vinculante a sus disposiciones normativas que se integran con carácter se 
supremacía al articulado legal del país que las ratifica (Castilla, 2013, p25, 
citado en Castañeda, 2018 p.17). 
De esta forma La función consultiva de la Corte IDH funciona entorno a la Convención 
Americana de Derechos Humanos, al verificar el cumplimiento de los acuerdos suscritor por el 
Estado con las entidades supranacionales,” así como al cumplimiento de las funciones que 
en este ámbito tienen atribuidas los distintos órganos de la OEA”. (Zovatto, 1989. P. 161). 
En ese sentido, se ha fijado como pregunta de investigación la siguiente ¿Cuáles son 
los lineamientos de la Corte Interamericana de Derechos Humanos para la realización de 
control de convencionalidad en los Estados miembro en materia electoral? De esta forma se 
busca analizar los lineamientos dados por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
acerca de control de convencionalidad difuso en materia electoral y el estado de la 
aplicación de dichos preceptos en el ordenamiento jurídico colombiano.  
Metodología de la investigación: para comprender como opera el control de 
convencionalidad difuso en materia electoral, es preciso retomar las características de la 
investigación entorno a los referentes metodológicos y teóricos que presenta, es por esta 
razón que el presente articulo se desarrolla con base a una investigación hermenéutica que 
se centra en el paradigma cualitativo. 
Junto a los referentes teóricos de Constitucionalismo, bloque de constitucionalidad, 
control de convencionalidad, como marco de referencia, para el estudio de los casos 
desarrollados por la CIDH en materia electoral. 
   La investigación hermenéutica: para comprender como los aportes normativos de los 
acuerdos internacionales en materia electoral, han influido en la normativa colombiana, el 
presente artículo desarrollo en el marco de la metodología de investigación hermenéutica, 
donde por medio del paradigma cualitativo, se analizará como la normativa y doctrina han 
permitido comprender un hecho jurídico relevante como el control de convencionalidad¸El 
problema por resolver es cuáles serán las consecuencias para el sistema jurídico del 
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significado y contenido que se atribuyen a la norma jurídica (Agudelo y otros (2018) 
citando a Zorilla, 2011). 
En este caso se realizará un barrido histórico, normativo y doctrinal, de cómo los 
operadores judiciales han usado esta herramienta jurídica al momento de encontrar una 
controversia entre el derecho doméstico y el bloque de constitucionalidad, este trabajo es de 
carácter bibliográfico consultivo, puesto que no se pretende la implementación activa de 
ningún instrumento en comunidad. 
 
I. El Control De Convencionalidad Y El Bloque De Constitucionalidad  
 
Colombia se ha consolidado como un Estado Social de Derecho, lo que ha implicado el 
reconocimiento desde la constitución de una serie de derechos fundamentales y 
herramientas para su cuidado, los cuales se han basado en el marco jurídico nacional, que 
pretende garantizar una estabilidad institucional a los ciudadanos, desde la promoción y 
cuidado de los derechos humanos, por esta razón doctrinantes como Pou señalan      
 
(…) la última oleada democratizadora en América Latina ha incorporado 
la región al universo neoconstitucionalista (…) mediante textos dotados de 
fuerza vinculante, cuyas amplias previsiones en materia de derechos los 
preparan para la “invasión” cotidiana del resto del ordenamiento (…) y 
administrados en el contexto de estructuras institucionales que otorgan 
responsabilidades centrales a una justicia constitucional reformada bajo los 
parámetros preponderantemente tributarios del modelo europeo de justicia 
constitucional (…) (Pou, 2011, p. 231, citado en Rodríguez, 2016, p.7) 
Es así como se han desarrollado diferentes herramientas internacionales como el 
Derecho Internacional de los Derechos Humanos, el cual pretende desarrollar las 
antinomias que existen entre el derecho doméstico y los acuerdos internacionales, 
ratificados por los Estados miembros de una organización supra nacional (ONU, OEA, 
entre otros), maximizando los mecanismos de protección de estos derechos, a un 
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componente internacional que no genera un ataque a la soberanía nacional. 
En el caso colombiano la Constitución Política es su artículo 932, desarrolla el bloque 
de constitucionalidad como una herramienta de protección y ratificación de los acuerdos 
internacionales por parte del Estado, “los cuales deben ser ratificados por el congreso de la 
república, dando prioridad a la aplicación de los derechos humanos como elemento 
prevalente de la seguridad ciudadana y el Estado Social de Derecho” (Lopez, 2018, p.63), 
es de esta forma que se considera a los acuerdos internacionales ratificados por Colombia, 
como parte del ordenamiento jurídico nacional. 
Esta estructura jurídica cobra relevancia al observar el papel que tienen las relaciones 
sociales, económicas, políticas y culturales, en la estructura política del Estado, para esto es 
necesario consolidar mecanismos que protéjanlos derechos y las libertades de las personas 
que habitan un territorio, sin que las ideologías o un ambiente politizado intervengan en la 
forma de actuar de las normas y justicia.     
Lo anterior, se produce gracias a la explosión de las TIC (Tecnologías de la 
Información y la Comunicación), “que han trasformado a los ciudadanos de su entorno 
local a uno global” Vivas et al, 2016, p. 61), es en este sentido donde los derechos de las 
personas deben trascender las fronteras nacionales, y se deben acoplar a los bloques 
supranacionales, donde convergen iniciativas de diferentes Estados sobre las normativas 
internacionales. 
Es de esta forma que surge el constitucionalismo como una forma de llenar los vacíos 
de la ley, que en palabras de Ferrajoli (1998) es considerado como un derecho 
constitucional global, donde el Estado debe “promover y acatar disposiciones de carácter 
supranacional para hacer una realidad la protección de los Derechos Humanos, con 
 
2Articulo 93: Los tratados y convenios internacionales ratificados por el Congreso, que reconocen los 
derechos humanos y que prohíben su limitación en los estados de excepción, prevalecen en el orden interno. 
Los derechos y deberes consagrados en esta Carta se interpretarán de conformidad con los tratados 
internacionales sobre derechos humanos ratificados por Colombia (Constitución Política de Colombia, 




garantías jurídicas y judiciales eficaces, que inclusive sobrepasen las barreras de la 
territorialidad”. (p. 173 – 184 citado en Rodríguez, 2016 p.35). 
Algunas instituciones que cumplen con este carácter son las Corte Penal Internacional, 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos, las cuales ocupan un papel preponderante 
en los sistemas jurídicos nacionales, al hacer parte de las Cortes Internacionales de 
Derechos Humanos y el Sistema Interamericano de derechos humanos  respectivamente, 
cuyo deber es salvaguardar los derechos de los habitantes de los Estados miembros, 
teniendo en cuenta la aplicación de las normas domesticas e internacionales  sobre 
Derechos humanos, lo que hace parte del constitucionalismo global.  
1.1.  
El bloque de constitucionalidad  
Para el presente artículo se entenderá el bloque de constitucionalidad como “es la base 
normativa y de principios, que no aparecer formalmente en el articulado constitucional, 
pero se constituye en la estructura que asume los acuerdos del derecho internacional al 
doméstico, siendo integrados a la Constitución, por diversas vías” (Arango, 2004, p. 79). 
Dicha definición permite considerar lo que Uprimmy desarrolla sobre el bloque de 
constitucionalidad como “las normas constitucionales que se encuentran en la carta 
magna” (2000, p. 20), en otras palabras son los acuerdos internacionales que después de 
ser ratificados entran al ordenamiento nacional, y hacen parte de la constitución, en este 
sentido se concibe como  “el conjunto de normas que configuran una unidad 
constitucional que es empleada como parámetro de constitucionalidad de las restantes 
normas del ordenamiento”. (Estrada, 2005, p. 79. Citado en Fajardo, 2007, p.35). 
La Corte Constitucional Colombiana ha desarrollado el concepto de bloque de 
constitucionalidad, en su papel de máximo ente que salvaguarda la constitución y sus 
intereses, teniendo en cuenta que la mención de esta estructura normativa, no se encuentra 
de forma taxativa en la constitución, ni en el sistema normativo colombiano. 
No obstante, si se desarrolla en algunos artículos, además que, en la constitución 
actual, la cual se acoge al Estado Social de derecho, son las altas Cortes las encargadas de 
velar por el cumplimiento de la Carta Magna, es así como la Corte Constitucional reconoce:  
  
La Carta reconoce plenos efectos jurídicos a los tratados y convenios debidamente 
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ratificados- concernientes a los derechos humanos. Esto indica que los 
constituyentes no ignoraron la existencia de esa amplia y promisoria rama que es 
el derecho internacional de los derechos humanos, algunas de cuyas características 
tuvimos ya ocasión de señalar. Ella reconoce también plenos efectos jurídicos a las 
reglas del derecho internacional humanitario, particularmente durante la vigencia 
de los denominados Estados de Excepción.  Es claro, pues, que las facultades del 
gobierno durante tales estados encuentran límites efectivos que operan aún antes 
de la vigencia de la ley estatutaria a que alude la misma disposición constitucional 
(Corte Constitucional T-409 de 1992, con ponencia del Magistrado José Gregorio 
Hernández Galindo). 
 Lo cual significa, ni más ni menos, que las reglas del derecho internacional 
humanitario son hoy, -por voluntad expresa del Constituyente-, normas 
obligatorias per se sin ratificación alguna previa o sin expedición de norma 
reglamentaria.  Y lo son "en todo caso" como lo señala significativamente la 
propia Carta. Por virtud del texto expreso del artículo 94, bien pueden considerarse 
incorporados a los derechos y garantías reconocidos por la Carta todos aquellos 
que sean inherentes a la persona (C – 574 de 1992 con ponencia del magistrado 
Ciro Angarita Barón). 
De esta forma desarrollan como se debe aplicar los acuerdos internacionales, los 
cuales deben versar sobre el derecho internacional humanitario, junto a los que propendan 
por la defensa de los Derechos Humanos, los cuales son de carácter imperativo y su 
aplicación no de libre disposición, por tal razón los jueces deben aplicar, sin importar que 
exista norma en contrario en la legislación nacional. 
El bloque de constitucionalidad tiene diferentes formas de ser interpretado y aplicado 
por los Estados, por tal razón el ordenamiento jurídico colombiano, ha buscado ratificar y 
adoptar las disposiciones de los acuerdos y tratados internacionales, una vez su análisis no 
vaya en contra de las estipulaciones constitucionales, concluyendo en que la normativa 
ingresará al bloque de constitucionalidad y será vinculante al momento de promulgar 
decisiones por parte del Estado.     
   Para esto la Constitución Política como norma de normas, ha desarrollado un 
organigrama jurídico y legislativo, para poder incluir los acuerdos y tratados 
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internacionales a la Carta Magna, estos se encuentran en el articulo 93 del mismo el cual 
dispone que: 
Los tratados y convenios internacionales ratificados por el Congreso, que 
reconocen los derechos humanos y que prohíben su limitación en los estados de 
excepción, prevalecen en el orden interno. 
Los derechos y deberes consagrados en esta Carta se interpretarán de 
conformidad con los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados 
por Colombia. 
El Estado Colombiano puede reconocer la jurisdicción de la Corte Penal 
Internacional en los términos previstos en el Estatuto de Roma adoptado el 17 de 
julio de 1998 por la Conferencia de Plenipotenciarios de las Naciones Unidas y, 
consecuentemente, ratificar este tratado de conformidad con el procedimiento 
establecido en esta Constitución. 
La admisión de un tratamiento diferente en materias sustanciales por parte del 
Estatuto de Roma con respecto a las garantías contenidas en la Constitución 
tendrá efectos exclusivamente dentro del ámbito de la materia regulada en él. 
(Constitución Política de Colombia, Articulo 93) 
 
Lo anterior, lleva a comprender como el Estado Colombiano por medio de la 
ratificación de los acuerdos y tratados internacionales sobre Derechos Humánanos, los 
cuales no se pueden limitar en ningún caso, dentro del organigrama institucional, estas 
normas revisten de un carácter perentorio, al incluir la interpretación de los derechos y 
deberes consagrados por la Constitución Política De Colombia. 
De esta forma se realizó un concepto integrador de estos acuerdos a la normativa 
colombiana, teniendo como eje articulador de los acuerdos y tratados internacionales con 
la constitución, es la salvaguarda de los Derechos Humanos, toda vez que se presume que 
su incorporación se realiza con base a los derechos estipulados por la constitución, de tal 
manera que su aplicación es vinculante ante todas las entidades del Estado, con la intensión 
de salvaguardar la dignidad humana.     
Es así como junto al bloque de constitucionalidad se les ha otorgado jurisdicción a los 
tribunales internacionales, para que juzguen procesos que vayan en contra de los acuerdos 
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y tratados ratificados por Colombia, de esta forma las sentencias emitidas por estas cortes, 
deben ser un criterio de decisión para los jueces de la república, quienes tienen la 
obligación de aplicar estas providencias dentro del ejercicios hermenéutico que se aplique, 
es por esta razón que la Corte Constitucional   mediante sentencia T – 1319 de 2001 ha 
manifestado “ha de fundirse la norma nacional con la internacional y acogerse la 
interpretación que las autoridades competentes hacen de las normas internacionales e 
integrar dicha interpretación al ejercicio hermenéutico de la Corte” , junto a esto 
doctrinantes como Fajardo (2007) expresa que  
(…) la Corte ha establecido también que para que el inciso 2 del art. 93 tenga 
pleno efecto, es necesario que las interpretaciones de los órganos autorizados 
por los instrumentos que hacen parte del Bloque también sean parte del 
Bloque, sirviendo para la correcta interpretación de los derechos consignados 
y garantizando así la coherencia del sistema colombiano con el Derecho 
Internacional 
Interpretaciones de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos y el Comité de Derechos 
Humanos de Naciones Unidas sobre el Pacto de San José y la Convención 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos. (p. 25. Citado en Rodríguez 
2016, p.32) 
 
Situación que es ratificad por la Corte Constitucional en sentencia T – 
1319 de 2001 
 
el bloque de constitucionalidad relativo a la libertad de expresión ha de estar 
integrado por las normas internacionales, en particular el Pacto de San José 
y la Convención Internacional de Derechos Civiles y Políticos, junto con las 
interpretaciones que de tales textos han presentado la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos, la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos y el Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas. También 
ha de otorgarse un peso distinto a las Opiniones, pues la naturaleza judicial 
de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, y su competencia sobre 
12 
 
Colombia, implica que sus opiniones, más que tenidas en cuenta, no pueden 
ser ignoradas internamente (Sentencia T1319 de 2001 Magistrado ponente 
Dr. Rodrigo Uprimny Yepes).  
Como se expresó en el siguiente capítulo el control de Convencionalidad.  
 
1.2. Bloque de constitucionalidad y control convencional. 
 
A lo largo de la historia de Colombia como república independiente, se han consolidado 
varios modelos de Estado junto a sus constituciones, siendo la de más uso la de 1886, la cual 
no desarrolló la posibilidad de articular el derecho domestico con el internacional, como se 
expresó anteriormente si lo hizo la de 1991 por medio del bloque de constitucionalidad.   
Creando un entramado doctrinal que desarrolla la forma en que se ejerce control de 
constitucionalidad, teniendo en cuenta que su aplicabilidad solo es referida a los Derechos 
Humanos, para esto es necesario que Colombia ratifique los acuerdos y tratados 
internacionales que consagren un análisis hermenéutico de los derechos fundamentales 
expuestos por la constitución, los cuales quedan activos en virtud del bloque de 
constitucionalidad.      
Uno de los tratados mas reconocidos es la Convención Americana de Derechos 
Humanos (CAHD), la cual tiene como función construir un organismo multilateral de 
Estados, para la solución de conflictos y disputas legales, para lo cual se adopta la 
jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en la cual según lo 
expuesto por el artículo 2.      
Si en el ejercicio de los derechos y libertades mencionados en el artículo 1 no 
estuviere ya garantizado por disposiciones legislativas o de otro carácter, los 
Estados parte se comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos 
constitucionales y a las disposiciones de esta Convención, las medidas 
legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos tales 
derechos y libertades (CAHD, Articulo 2). 
Por tal razón las providencias emitidas por esta corte son de carácter vinculante y de 
perentorio cumplimiento por los Estados miembros, quienes deben adaptar la interpretación 
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del derecho interno a las disposiciones internacionales, que en virtud de la convención se 
convierten en disposiciones de la mayor jerarquía legal. En ese sentido, Quinche M.F., 
señala lo siguiente: 
 
“(...) la actual de recepción de las sentencias de la Corte Interamericana, tiene 
como punto de partida la Sentencia C-228 de 2002, que es todo un hito en la 
jurisprudencia colombiana. Este período está caracterizado por el tratamiento 
integral y sistemático de tres temas provenientes del Sistema Interamericano: la 
proscripción de la impunidad estatal por las violaciones graves de los derechos 
humanos; el contenido y alcance de los derechos de las víctimas a verdad, 
justicia y reparación en los procesos penales, disciplinarios y administrativos; y 
la integración del sistema interno con los estándares y reglas de protección y 
juzgamiento diseñados por el Sistema Interamericano, aplicables a los procesos 
ordinarios y a los juicios que se adelantan con ocasión de la negociación con 
los grupos paramilitares ( 2009, p.184). 
En este sentido las decisiones judiciales proferidas por las entidades judiciales de carácter 
nacional, deben concordar con lo expuesto por la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos  (CIDH), toda vez que dichas decisiones son susceptibles de control de 
convencionalidad como se explicara a continuación, lo que obliga a usar de forma perentoria 
las decisiones emitidas por este organismo internacional con el fin de dar protección a los 
derechos fundamentales desconocidos o vulnerados, lo que no implica entrar en antinomias 
entre los acuerdos y el derecho doméstico, pues este se debe adaptar para garantizar la salva 
guarda de los derechos humanos. 
 
II. Control de Convencionalidad desde la perspectiva del Sistema 
Interamericano de Derechos Humanos. 
Para el presente artículo es pertinente conceptualizar la categoría de control de 
convencionalidad, la cual ha sido definido por la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos (CIDH) como una herramienta que le permite a los Estados parte del Sistema 
Interamericano de Derechos humanos hacer efectiva la obligación de protección de 
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garantías de los derechos humanos, esto a partir de la verificación del ordenamiento 
jurídico interno a las disposiciones e interpretaciones de la Convención Americana de 
Derechos Humanos (Quinche, 2016).  
Lo anterior cobra relevancia a comprender como los Estados miembros de la 
Convención, se han comprometido a garantizar el contenido de este acuerdo internacional. 
Sin embargo, estas disposiciones pueden generar procesos de antinomia con el derecho 
doméstico, puesto que se pueden generar contradicciones entre las dos normativas, lo que 
implica que en el marco del bloque de constitucionalidad la legislación interna, no pude ir 
en contravía de lo que esta dispone.  
El Control de Convencionalidad, por ser una figura de naturaleza netamente 
jurisprudencial originada en el seno de la Corte Interamericana, trae grandes 
retos por superar, dentro de los cuales encontramos la razón de ser de su 
existencia. Pues, al resolver y contemplar la finalidad u objetivo supremo de 
este mecanismo, comprendemos que el espíritu con el que se manifiesta es la 
protección de los derechos humanos de cada uno de los habitantes de las 
Américas, y de esta forma su existencia queda plenamente validada. (Cubides 
et al., 2015, p. 32, citado en Valero, 2017, p.34). 
Por ello es fundamental la interpretación que sobre el Control de Convención a emitido 
la Corte IDH, a fin de aclarar el alcance de las normativas nacionales, internacionales y el 
papel de los jueces al momento de evaluar cual se debe aplicar. Ahora bien, su origen se ha 
dado de manera concreta a través de la jurisprudencia de la CIDH, como se observa en los 
siguientes apartados.  
El control de convencionalidad es definido por Campos Medina, G. como: 
 
consiste en el deber de los Estados específicamente de los jueces nacionales y 
otros órganos vinculados a la administración de justicia de realizar un 
control de las normas internas, contrastándolas con la Convención 
Americana de Derechos Humanos y la interpretación realizada por la Corte 
Interamericana, reportando la norma inaplicable o inválida cuando sea 
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contraria al derecho supranacional, y de esta forma asegurar el effet utile de 
la Convención. Durante este proceso de evolución no ha existido total 
claridad sobre el sentido y alcance de esta obligación internacional. Dudas, 
preguntas y críticas que en este artículo intentaremos superar. (Campos M, 
2016, p.1). 
Lo anterior, obliga a que los Estados miembros se subordinen a una entidad de carácter 
supranacional para evitar la violación de los derechos humanos, toda vez, que se ha 
evidenciado cómo la administración de justicia tiene algunas falencias a la hora de su 
aplicabilidad puesto que no se tienen en cuenta los derechos humanos, en el momento de 
hablar de los derechos políticos y sus implicaciones en un sistema jurídico.    
 
 
2.1. Origen del Control de Convencionalidad: 
 
La historia de esta herramienta se contempla en el caso Myrna Mack Chang vs. 
Guatemala, donde la corte analizo la violación de los artículos 4, 8 y 51 de la convención 
por parte del Estado de Guatemala, por la ejecución extrajudicial de Myrna Elizabeth Mack 
Chang, este estudio según Carnota “ se evidencia la negativa de institucional de un Estado 
miembro de la Convención Americana de Derechos Humanos (CADH), de declarar la 
violación a los derechos humanos  por parte del gobierno” (2011, p25), puesto que el 
ordenamiento jurídico interno prohíbe este tipo de manifestaciones por parte de los 
operadores judiciales.    
Posteriormente, se aplicó el control de convencionalidad en la sentencia del caso 
Almonacid Arellano vs. Chile, donde la CIDH explica que, de acuerdo con los postulados 
del derecho internacional, el Estado se encuentra en la obligación de acatar lo dispuesto 
“dentro del Sistema Interamericano de Derechos Humanos, y en ese sentido no puede 
excusarse en la existencia de disposiciones normativas contrarias en el derecho interno” 
(Olano, 2016, p.126).  
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Esta sentencia señaló de manera expresa el deber que tienen los Estados de ajustar su 
ordenamiento jurídico interno, a las disposiciones de la Convención Interamericana de 
Derechos Humanos y a la interpretación de estas que la Corte IDH, ha dado a través de su 
jurisprudencia y sus opiniones consultivas, por ello no puede pasarse por alto una 
vulneración a los derechos de un individuo, aunque ella se justifique en una norma interna.  
Otro cambio radical que afecta la función de la Corte es la conformación 
geopolítica de la región, pues al contrario de Europa, el continente americano 
no se ha agrupado como una organización en concreto que se rija por algún 
tipo de principios plenamente determinados, sino que se conforma por 
múltiples Naciones direccionadas por la Declaración de los Derechos del 
Hombre y el Ciudadano y la Convención Interamericana de Derechos 
Humanos, entre muchas otras, pero no hay uno que las determine a actuar 
como una comunidad unificada (Vivas B, 2012, p.129). 
En este mismo año, nuevamente la CIDH hace referencia a la herramienta de control 
de convencionalidad, concretando la forma en la cual debe operar, teniendo como base de 
la decisión el Caso Trabajadores Cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros) Vs. Perú 
(2006), donde se expresó al tenor literal, lo siguiente: 
Cuando un Estado ha ratificado un tratado internacional como la 
Convención Americana, sus jueces también están sometidos a ella, lo que 
les obliga a velar porque el efecto útil de la Convención no se vea mermado 
o anulado por la aplicación de leyes contrarias a sus disposiciones, objeto y 
fin. En otras palabras, los órganos del Poder Judicial deben ejercer no sólo 
un control de constitucionalidad, sino también “de convencionalidad” 
exoficio entre las normas internas y la Convención Americana, 
evidentemente en el marco de sus respectivas competencias y de las 
regulaciones procesales correspondientes (Comité contra la desaparición 
forzada, 2019, p. 2).  
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Ahora bien, la figura del Control de Convencionalidad puede ser de tipo concentrado o 
difuso. El control de convencionalidad concentrado es aquel que únicamente puede realizar 
la CIDH, por otra parte, como lo señala Avilez.  
el control difuso debe realizarse por los jueces de cada Estado parte. Este 
control surge como una garantía de las disposiciones de la CADH, teniendo en 
cuenta que algunas normas del ordenamiento jurídico interno de los Estados 
pueden desconocer las disposiciones de esta, o la interpretación de esta norma 
ha realizado la CIDH (2014, p. 95).  
Esta herramienta del control de convencionalidad difuso, esbozada desde la 
jurisprudencia de la CIDH ha ido desarrollándose poco a poco, en los diferentes fallos 
emitidos donde se hace referencia a esta noción. Así por ejemplo, en el año 2010, en el caso 
Cabrera García y Montiel Flores Vs. México, la CIDH señala que si bien las autoridades 
judiciales se encuentran sometidas al imperio de la ley, en virtud de esta obligadas a emitir 
sus providencias conforme a las normas vigentes dentro del ordenamiento jurídico interno, 
en el caso de que dicho Estado hayan ratificado el acuerdo de la CADH, dichos jueces 
tendrán que aplicar las disposiciones provistas por esta entidad sobre las normas  internas, a 
razón del ejercicio del control de convencionalidad.  
 
2.2.  
Control de Convencionalidad Difuso: 
Como se indicó anteriormente el ejercicio del control difuso de convencionalidad recae 
concretamente en los jueces internos de cada Estado, quienes deben evaluar las 
disposiciones constitucionales y convencionales respecto a la materia que están 
resolviendo, es decir en el caso concreto del “Sistema Interamericano de Derecho Humanos 
deben realizar un análisis de la CADH y de la interpretación que la CIDH ha realizado, 
sobre los temas en controversia” (Ferrer Mac-Gregor, 2011, p. 23).  
En ese sentido, el Control de Convencionalidad difuso corresponde a un estándar 
mínimo que busca que los Estados parte de la CADH, apliquen las disposiciones que estas 
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hayan desarrollado en sus providencias, ahora bien, en el ordenamiento jurídico interno de 
los Estados también se han creado herramientas que validen dicho control de 
convencionalidad, como es el caso de Colombia se habla de la figura del bloque de 
constitucionalidad.  
a partir del control difuso de convencionalidad que ha venido desarrollando 
paulatinamente la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
concluyéndose que este control dejará de ser subsidiario para convertirse en 
un control necesario y obligatorio para los operadores de justicia de los 
Estados que han ratificado la Convención. (Esquivel L. 2016 p. 7). 
Sobre el control de convencionalidad difuso, la jurisprudencia de la CIDH se ha venido 
pronunciando constantemente a través de sus sentencias, dejando claro que esta herramienta 
es una garantía de cumplimiento de los tratados suscritos por los Estados, y en todo caso 
más que intervenir en la soberanía de estos, busca que exista una uniformidad en la garantía 
de los derechos de los Estados parte. 
Concretamente en el Caso Gelman Vs. Uruguay del año 2011, la CIDH hace referencia 
al ejercicio de este control al interior de los Estados de la siguiente manera: 
Cuando un Estado es Parte de un tratado internacional como la Convención 
Americana, todos sus órganos, incluidos sus jueces, están sometidos a aquél, 
lo cual les obliga a velar por que los efectos de las disposiciones de la 
Convención no se vean mermados por la aplicación de normas contrarias a su 
objeto y fin, por lo que los jueces y órganos vinculados a la administración de 
justicia en todos los niveles están en la obligación de ejercer ex oficio un 
“control de convencionalidad” entre las normas internas y la Convención 
Americana, evidentemente en el marco de sus respectivas competencias y de 
las regulaciones procesales correspondientes y en esta tarea, deben tener en 
cuenta no solamente el tratado, sino también la interpretación que del mismo 
ha hecho la Corte Interamericana, intérprete última de la Convención 
Americana (Corte Interamericana de Derechos Humanos, Fallo del caso 
Gelman Vs. Uruguay, 2011). 
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Colombia al ser parte de la CADH, a desarrollado el bloque de constitucionalidad, 
como una herramienta que acate el Control de Convencionalidad, teniendo en cuenta que es 
de obligatorio cumplimiento, por lo tanto, los jueces deben realizar el control de 
constitucionalidad, desde la interpretación del bloque de constitucionalidad, además de 
observar las providencias que la CIDH ha realizado mediante sus sentencias y opiniones 
consultivas. 
2.3.  
Control de Convencionalidad en Colombia: 
Respecto de la aplicación del Control de Convencionalidad en Colombia es importante 
advertir que el mismo ha tenido una acogida importante en la rama judicial, y los jueces 
actualmente hacen referencia a esta herramienta dentro de sus providencias, otorgando la 
importancia requerida a la misma.  
En esa medida, como lo indican Durango & Garay (2015) el Control de 
Convencionalidad es un control necesario y concurrente al Control de 
Constitucionalidad que realizan los jueces colombianos, en ese sentido la 
Corte Constitucional ha impulsado desde sus providencias este tipo de 
control.  
Es importante mencionar en este punto que el Estado colombiano cuenta con 
herramientas anteriores al desarrollo de la herramienta de Control de Convencionalidad, 
para que los tratados que son debidamente suscritos y ratificados se integren al texto 
constitucional, a partir de la figura del bloque de constitucionalidad3 y en esa medida sean 
un referente para los jueces y el legislativo.  
 
3 El bloque de constitucionalidad se refiere a aquellas normas y principios que, sin aparecer formalmente en el 
articulado del texto constitucional, son utilizados como parámetros del control de constitucionalidad de las 
leyes, por cuanto han sido normativamente integrados a la Constitución, por diversas vías y por mandato de la 
propia Constitución (Sentencia C-225-95 MP: Alejandro Martínez Caballero. Posición reiterada en sentencia 
C-578-95 MP: Eduardo Cifuentes Muñoz, Sentencia C-358-97 MP: Eduardo Cifuentes Muñoz y en Sentencia 
C-191-98 MP: Eduardo Cifuentes Muñoz) 
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Quinche (2009) indica que en ciertas materias como por ejemplo los estándares de 
reparación integral de víctimas, el ejercicio de Control de Convencionalidad resulta 
evidente, no obstante que no se realice de manera consciente: 
En este sentido y cuando menos alrededor del sistema de reparaciones 
sobre las víctimas, el control de convencionalidad viene siendo ejercitado 
en Colombia, al parecer, de modo involuntario. Por lo pronto cabe esperar 
su despliegue y su crecimiento, y aún en el caso de no suceder esto, 
podríamos decir que, de cualquier manera, nos encontramos frente a una 
categoría útil, que cuando menos tiene una gran fuerza explicativa 
alrededor de los fenómenos reales de influencia de la jurisprudencia de las 
cortes internacionales al interior de los países (Quinche, 2009, p.189).  
Es de suma importancia recalcar que en el desarrollo jurisprudencial que ha hecho la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos respecto del control de convencionalidad se ha 
estipulado que este no solo debe y puede ser hecho por los organismos jurisdiccionales de 
cada Estado, sino que también es obligación de todos aquellos funcionarios que estén 
llamados a promover, respetar, proteger y garantizar, en el espacio de sus atribuciones, los 
Derechos Humanos.  
Es en este sentido donde Olano habrá del papel que tiene la CIDH en la aplicación de 
la constitución y la Convención Americana de derechos Humanos  
A. Verificar la compatibilidad de las normas y demás prácticas internas con la 
CADH, la jurisprudencia de la Corte IDH y los demás tratados 
interamericanos de los cuales el Estado sea parte. 
B. Es una obligación que corresponde a toda autoridad en el ámbito de sus 
competencias  
C. Para efectos de determinar la compatibilidad con la CADH, no sólo se 
debe tomar en consideración el tratado, sino que también la jurisprudencia 
de la Corte IDH y los demás tratados interamericanos de los cuales el 
Estado sea parte. 
D. Es un control que debe ser realizado ex officio por toda autoridad 
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E. Su ejecución puede implicar la supresión de normas contrarias a la CADH o 
bien su interpretación conforme a la CADH, dependiendo de las facultades 
de cada autoridad. (Olano, 2016 p. 64). 
 
 
2.3 Cómo se materializa el control de convencionalidad. 
 
Colombia como se expresó anteriormente hace parte de la Convención Americana de 
Derechos Humanos, hecho que la obliga a reconocer las providencias emitidas por la 
CIDH, para esto se consolido el control de convencionalidad el cual es responsabilidad del 
Estado, el cual se utiliza como ultima ratio después de que las instituciones judiciales 
internas, hayan tenido la oportunidad de conocer y decidir sobre el caso en conflicto, en 
otras palabras cuando el Estado no es capaz de garantizar los derechos fundamentales, y 
mediante fallo judicial o acto administrativo vulnere lo expuesto por la Carta Magna, 
además de negarse a restituir el derecho violado e indemnizar. 
Es en este sentido donde al no existir una garantía judicial sobre la aplicación, 
cumplimiento y salvaguarda de los Derechos Humanos por uno de los Estados miembros, 
la única garantía que le queda a un ciudadano es el control de convencionalidad, donde se 
le solicita a una entidad supra estatal como lo es la CIDH, que juzgue la forma en que se 
dieron los hechos junto a las actuaciones por parte del Estado.      
Lo anterior se  debe al papel que cumplen los países miembros como garantes de los 
derechos humanos, por tal razón si se realiza un acto que vaya en contravía de estos, son en 
primera instancia las instituciones judiciales colombianas las que deben conocer sobre el 
hecho, al mismo tiempo que deben propender por evitar la repetición y buscar la reparación 
de las víctimas, junto a esto las entidades internacionales como la CIDH realizan un control  
a estas decisiones, con el fin de garantizar el cumplimiento de la convención, y exhortar a 
las entidades judiciales y administrativas a enmarcar sus actuaciones conforme a sus 
compromisos constitucionales e internacionales.    
Es así como se pretende un control dinámico a las disposiciones sobre los Derechos 
Humanos que se emiten en virtud CADH, con la intención de que los Estados miembros 
unan esfuerzos para desarrollar procesos de justicia que se enmarque, en los principios 
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constitucionales y en el bloque de constitucionalidad, para de esta forma otorgar seguridad 
jurídica a sus ciudadanos.   
 
III. Análisis del tratamiento de los derechos político-electorales en el marco 
del Sistema Interamericano de Derechos Humanos. 
 
Orozco (2011) “asegura que los derechos político-electorales, se consideran como 
derechos humanos desde la primera ocasión en que se formuló una lista de éstos” (p. 23). 
En esa medida el derecho a votar, a ser elegido, a ejercer efectivamente el cargo; el derecho 
a la libertad de expresión, de reunión y asociación con el fin de llegar al poder, son 
derechos que ostenta la categoría de fundamentales dentro de una sociedad democrática.  
Por lo tanto, los Estados democráticos han creado una compleja estructura institucional 
para asegurar el eficaz ejercicio de estos. El papel de los órganos jurisdiccionales 
relacionados con la justicia electoral es asegurar su correcto funcionamiento, con lo que 
hacen valer cada uno de los derechos humanos vinculados con la participación política en 
sociedad.  
Ahora bien, al centrarse en la definición de democracia que es un concepto que se ha 
desarrollado desde las civilizaciones antiguas, ya que como lo señala Godoy (2014) en la 
civilización griega ya se hablaba de “demokratía” que pretendía que todos los ciudadanos 
pudieran participar en las decisiones que se toman y acceder a los cargos públicos, y al 
poder político en condiciones de igualdad.   
[Así entonces], la democracia se entiende como un sistema político a través 
del cual se organizaban las ciudades o “polis” en el caso específico de Atenas, 
para Aristóteles por ejemplo la democracia es un régimen político desviado 
que considera afecta la evolución de las ciudades ya que los “ignaros” que son 
aquellos individuos que carecen de conocimiento no pueden hacer grandes 
aportes en la política (Guariglia, 2010).  
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Así entonces, la democracia es un sistema político, en el cual se privilegia el derecho a 
la igualdad de todos los individuos a participar en las decisiones que los afecten, esto se 
materializa concretamente en el ejercicio de los derechos a elegir y ser elegido que tiene 
cada asociado en un Estado, y el control que se requiere en el momento en que se van a 
llevar a cabo procesos que impliquen la impugnación de una elección, para que con ellos no 
se vulneren los derechos político – electorales.   
De esta forma. Se propende por la protección de los derechos político-electorales en un 
tema que ocupa especial importancia en la agenda política de los Estados y las 
comunidades como la Unión Europea, por ejemplo,  
el Tratado de la Unión Europea (TUE), señala que el derecho de sufragio 
activo y pasivo que tiene toda persona miembro de un Estado de la Unión en 
las de cualquier otro Estado miembro donde este resida, pero no haya 
obtenido la ciudadanía (Navas, 2016, p. 25).  
Con lo cual se amplía notoriamente el espectro de los derechos político-electorales, de 
las personas que son miembro de esta comunidad. Por otra parte, es importante destacar 
que, dentro del Sistema Interamericano de Derechos Humanos, no se impone un sistema 
electoral determinado ni una modalidad específica para el ejercicio de los derechos a votar 
y a ser votado.  
En ese sentido, es importante destacar que dentro de la Convención Americana existen 
una serie de lineamientos generales, que determinan un contenido mínimo de los derechos 
políticos, a partir de esto, son los Estados quienes dentro de dichos parámetros deben 
regular los derechos del acuerdo con el sistema político de cada Estado (Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, Caso Castañeda Gutman Vs. México, 2008). 
Lo anterior, se reafirma en la sentencia del Caso Lopez Mendoza Vs. Venezuela en la 
cual la Corte IDH analiza la sanción de inhabilidad para presentarse como candidato 
impuesto al señor López Mendoza por un órgano administrativo, que no se considera el 




(…) el ejercicio efectivo de los derechos políticos constituye un fin en sí 
mismo y, a la vez, un medio fundamental que las sociedades democráticas 
tienen para garantizar los demás derechos humanos previstos en la 
Convención y que sus titulares, es decir, los ciudadanos, no sólo deben gozar 
de derechos, sino también de “oportunidades”. Este último término implica 
la obligación de garantizar con medidas positivas que toda persona que 
formalmente sea titular de derechos políticos tenga la oportunidad real para 
ejercerlos (Corte Interamericana de Derechos Humanos Caso López 
Mendoza Vs. Venezuela).  
En este caso, la Corte IDH hace un énfasis en que los derechos políticos no se 
circunscriben únicamente al sufragio activo, es decir al ejercicio de elegir que tienen todos 
los ciudadanos, sino también se concreta en el sufragio pasivo que es el derecho a ser 
elegido. Así mismo, se considera como un derecho político la participación y desarrollo de 
funciones públicas, esto se ha dejado claro por esta corporación de la siguiente manera: 
La Corte ha establecido que el derecho a tener acceso a las funciones 
públicas en condiciones generales de igualdad protege el acceso a una 
forma directa de participación en el diseño, implementación, desarrollo y 
ejecución de las directrices políticas estatales a través de funciones 
públicas. Por lo tanto, es indispensable que el Estado genere las 
condiciones y mecanismos óptimos para que dichos derechos políticos 
puedan ser ejercidos de forma efectiva, respetando el principio de igualdad 
y no discriminación (Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso 
Reveron Trujillo Vs Venezuela).  
De lo anterior puede deducirse que los derechos políticos electorales tienen una 
protección en el orden del derecho internacional, esto es más concretamente dentro del 
Sistema Interamericano de Derechos Humanos, sin embargo, la configuración de estos 
depende de cada Estado, y las características de su organización política y electoral. 
La CIDH también ha precisado que hay algunos derechos que no son absolutos y en 
desarrollo a esa precisión ha expuesto los elementos y requisitos para regular o restringir 
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los derechos y libertades consagrados en la Convención. En ese sentido “debe evaluarse si 
en primer lugar dicha restricción tiene una finalidad legítima, y la misma resulta necesaria 
dentro de una sociedad democrática, y en ese sentido se debe ponderar si no existe una 
mejor forma de lograr dicha finalidad” (Orozco, 2019). 
Es esencial señalar que la restricción de los derechos electorales debe ceñirse al marco 
del principio de legalidad, ello quiere decir que no cualquier juez mediante cualquier 
procedimiento puede privar a una persona de su derecho a elegir y ser elegido, lo anterior 
teniendo en cuenta que únicamente a través de lo anterior se puede predicar que se da 
efectiva aplicación al artículo de la Convención sobre garantías judiciales: 
(…) de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 8.1 de la Convención, en la 
determinación de los derechos y obligaciones de las personas, de orden 
penal, civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter, se deben observar 
“las debidas garantías” que aseguren, según el procedimiento de que se trate, 
el derecho al debido proceso; y que el incumplimiento de una de esas 
garantías conlleva una violación de dicha disposición convencional (Caso 
Maldonado Ordoñez Vs, Guatemala, 2016).  
Ahora bien, el contexto de los derechos político-electorales está integrado por el 
derecho a votar y a ser votado, o como se conoce en Colombia a elegir y ser elegido, 
además en el desarrollo de la interpretación de este tipo de derechos la CIDH ha expresado 
que centro de estos derechos debe contemplarse el derecho de acceder a cargos públicos en 
condiciones de igualdad, así mismo el retiro o la inhabilidad que se decrete frente a estas 
funciones debe estar sujeto al principio de legalidad, es así como la “Corte IDH ha indicado 
que el acceso a la justicia en cualquier instancia judicial debe ser permitido a toda persona y 
que el mismo debe conducir a establecer la verdad sobre los hechos” (Chacón, 2015, p. 38)   
Adicionalmente implica que existan unas garantías para que puedan existir 
representantes de minorías que puedan aspirar a cargos públicos de elección popular en 
igualdad de condiciones que otros candidatos. Así mismo, se contempla como un derecho 
político electoral la libertad de expresión de los candidatos en medio de sus campañas 
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políticas, de manera que se evite la censura de estos en eventos o sus manifestaciones en 
medios de comunicación.  
Para traer como ejemplo un caso que sucedió en el país, es relevante mencionar 
algunos de los procedimientos disciplinarios iniciados por la Procuraduría en Colombia en 
el momento en que el procurador era Alejandro Ordoñez, en el análisis posterior de varias 
de estas inhabilidades decretadas se advirtió que las mismas no contemplaban las garantías 
al debido proceso, y en su momento se habló de que las sanciones fueron impuestas por 
razones personales, situación que vicia el procedimiento porque vicia la imparcialidad del 
juez.  
Frente a este tema específico, la Corte IDH manifestó en el análisis del Caso Atala 
Riffo Y Niñas Vs. Chile: 
(…) la Corte considera que existían prejuicios y estereotipos que fueron 
manifestados en el informe, que demostraban que quienes realizaron y 
aprobaron dicho informe no fueron objetivos respecto a este punto. Por el 
contrario, dejaron plasmada su posición personal respecto a la orientación 
sexual de la señora Atala en un ámbito disciplinario en el que no era 
aceptable ni legítimo un reproche jurídico por este hecho. En consecuencia, 
la Corte establece que la visita extraordinaria y la investigación 
disciplinaria se realizaron sin la imparcialidad subjetiva necesaria, por lo 
que el Estado vulneró el artículo 8.1 en relación con el artículo 1.1 de la 
Convención Americana (Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso 
Atala Riffo Y Niñas Vs. Chile, 2012).  
Como se puede observar, cualquier proceso de tipo disciplinario o sancionador que 
limite los derechos políticos de un ciudadano debe estar sujeta al principio de legalidad, y 
cumplir con todos los presupuestos del debido proceso y las garantías judiciales que se 
advierten en la Convención Americana de Derechos Humanos.  
De igual modo, en países como El Salvador existe un sistema que salvaguarda de 
manera íntegra los derechos político-electorales, ya que se han emitido una serie de normas 
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que regulan la institucionalidad de partidos políticos a través de una serie de requisitos para 
su reconocimiento, así mismo, se han expedido leyes de cuotas para garantizar la inclusión 
de las minorías en el ejercicio político. Y por último y no menos importante, el Salvador 
cuenta con un Tribunal Supremo Electoral (TSE) que tiene a su cargo la organización y 
dirección de los procesos electorales y adicionalmente una función Jurisdiccional, que se 
materializa en el momento en que este organismo imparte justicia en procesos de tipo 
electoral por vulneración a derechos político-electorales o inhabilidades de quienes han 
sido elegidos.   
El Estado alegó que la Corte carece de competencia para pronunciarse y 
ordenar la modificación de las normas constitucionales y legales que 
consagran las facultades sancionatorias de la Procuraduría, así como la 
derogación del artículo 5 de la Ley 1864, ya que ello constituiría un control de 
convencionalidad en abstracto e iría en contradicción con la autonomía de los 
Estados democráticos de definir, bajo estándares internacionales, su 
ordenamiento jurídico (Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso 
Petro Urrego Vs. Colombia, 2020). 
Dentro del proceso que generó Petro Urrego contra el Estado colombiano, buscaba 
generar un control de convencionalidad en cuanto la posibilidad de que un funcionario de 
nombramiento pueda emitir un acto sancionatorio que desvinculó de su puesto a un 
mandatario elegido mediante elecciones, lo que generó una disputa por la sanción emitida 
por el procurador Ordoñez contra la parte activa, durante el tiempo que fungió como 
alcalde de la ciudad de Bogotá. 
 En este sentido la CIDH analizó la aplicación de lo expuesto por el pacto de San José a 
la luz de la Constitución Política de Colombia, por el cual se genera una antinomia entre la 
forma de ejecutar las funciones del Ministerio Público, en el seguimiento y control de los 
mandatarios que obtuvieron sus puestos en proceso democrático, en virtud del bloque de 
constitucionalidad y el control constitucional, se exhorto al Estado colombiano a cumplir 
con el acuerdo de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 
IV. Aplicación del control de convencionalidad difuso en materia electoral. 
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La aplicación del Control de Convencionalidad difuso en materia electoral hace referencia 
como lo explica el Dr. Cubides a la “pieza más importante del SIDH porque transforma a 
los jueces nacionales en jueces internacionales y permite ampliar la cobertura de protección 
a todos los rincones de los países que integran el SIDH” (Cubides J, et al., 2015a, p.121), 
es así como se concibe como la  manera concreta como deben ejercer los jueces que se 
encuentren dirimiendo controversias relacionadas con los derechos político-electorales de 
un individuo o varios, razón por la cual el ámbito de aplicación de este tipo de control es 
restringido.  
Orozco (2014) señala que en aplicación del Control de Convencionalidad en materia 
electoral los Estados deben desplegar acciones tendientes a la protección eficaz de los 
derechos político-electorales y en esa medida debe diseñar acciones dentro de su 
ordenamiento jurídico.  
Un ejemplo de lo anterior, es las medidas tomadas como protección al derecho a la 
igualdad de minorías cuando se niega el acceso o la participación de un individuo de la 
misma en alguna clase de elecciones, en Colombia por ejemplo este tipo de hecho podría 
ser objeto de una acción de tutela por la violación al derecho fundamental a la igualdad, y el 
derecho a elegir y ser elegido, como efectivamente lo ha expresado la Corte Constitucional 
en la Sentencia T-232/14 en la cual analiza precisamente un caso de negación del Consejo 
Nacional Electoral para la inscripción de candidatos para las circunscripciones indígenas 
tanto de Senado como de Cámara de Representantes. 
Al respecto, señalo la Corte Constitucional lo siguiente: 
En el ámbito de participación política, la Corte resaltó que aun cuando las 
comunidades indígenas gozan de autonomía respecto de tales procesos al 
interior de sus territorios, se encuentran sujetos, al igual que todos los 
ciudadanos, a las reglas establecidas por el legislador para el debate 
electoral, pues tienen relación directa con la forma en que estos acuden a la 
conformación del poder público del Estado. Bajo esta premisa, ha señalado 
también que los movimientos políticos en representación de las 
comunidades indígenas pueden hacer uso de los mecanismos previstos por 
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el legislador para la defensa del derecho a elegir y ser elegido con ocasión 
del proceso electoral. Para la Corte, tal facultad constituye “una garantía 
para dichas comunidades y representa a la vez el deber de asumir las 
responsabilidades inherentes a los derechos de participación que les han 
sido reconocidos (Corte Constitucional, Sentencia T 232 de 2014).  
En este caso concreto, la Corte Constitucional hace una debida aplicación de lo 
dispuesto en el ordenamiento constitucional y convencional, teniendo en cuenta que en el 
Caso Yatama Vs. Nicaragua del año 2005 la CIDH expresó concretamente que la garantía 
de los derechos político - electorales s a elegir y ser elegido implican políticos, entre ellos 
‘ser elegido’, implica que los Estados y sus instituciones internas deben garantizar el 
ejercicio de los mismos, de igual manera debe estar claro el proceso electoral y deben 
existir mecanismo en el ordenamiento jurídico interno para controvertir los resultados de 
las mismas.  
En ese sentido, en dicha sentencia se expresó al tenor literal lo siguiente: 
Por consiguiente, los Estados tienen la obligación de no introducir en su 
ordenamiento jurídico regulaciones discriminatorias, eliminar las 
regulaciones de carácter discriminatorio, combatir las prácticas de este 
carácter y establecer normas y otras medidas que reconozcan y aseguren la 
efectiva igualdad ante la ley de todas las personas. Es discriminatoria una 
distinción que carezca de justificación objetiva y razonable (Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, Caso Yatama Vs. Nicaragua, 2005).  
Ahora bien, otro de los casos especialmente controvertidos en Colombia sobre el 
ejercicio de los derechos político-electorales a elegir y ser elegido, fue en su momento la 
destitución del alcalde Gustavo Petro Urrego debido a una sanción emitida por la 
Procuraduría General de la Nación que además lo inhabilitaba por 15 años.  
Dentro de las decisiones que se presentaron en este proceso, existió una solicitud de 
medidas cautelares a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos que fue concedida 
por lo cual el señor Petro Urrego pudo terminar su periodo como alcalde, años después la 
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sala plena del Consejo de Estado pidió anular la sentencia de la Procuraduría teniendo en 
cuenta que no se había logrado demostrar de manera fehaciente el dolo en las decisiones 
sobre el cambio en el esquema de basuras. En este sentido, si bien existe una decisión 
favorable por el Consejo de Estado la misma se da en un ámbito netamente procesal, en 
donde se aduce que dentro de la investigación disciplinaria no se logró demostrar la 
actuación dolosa del entonces alcalde de Bogotá.  
Respecto de este tema, la CIDH ha mencionado la suspensión de derechos políticos por 
causa penal o determinación administrativa, y ha mencionado al respecto lo siguiente: 
En cuanto a la cuestión de la proporcionalidad de la inhabilitación 
dispuesta por la Contraloría en perjuicio del señor López Mendoza, lo 
primero que debe señalarse es que, tratándose de una restricción del 
derecho al sufragio pasivo, es decir, del derecho de postular a un cargo de 
elección popular, tienen que ser mucho más estrictos y acotados los 
caminos a emplear. Entre otras razones porque en estos casos no solo está 
en juego la afectación de los derechos de quienes quieren postular sino los 
intereses colectivos de los electores. No es una situación, pues, igual a la de 
funcionarios designados, cualquiera que sea la vía de acceso (libre 
designación o concurso) (Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
Caso Leopoldo López Vs. Venezuela, 2011).  
En este sentido, podría inferirse que en Colombia existen garantías frente a los 
derechos electorales de los individuos, ya que las elecciones son una clara manifestación de 
lo anterior, teniendo en cuenta que la mayoría del pueblo elige a sus gobernantes, 
senadores, alcaldes, entre otros. 
No obstante, si se evalúa el tema a profundidad se encuentran algunos temas polémicos 
respecto de esos derechos electorales y el respeto por las decisiones de las mayorías, como 
se predica en Colombia y un ejemplo claro de esto fue el desconocimiento del NO en el 
plebiscito que se realizó sobre los acuerdos de paz.  
Frente a lo anterior, Botero (2017) señala: 
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La victoria del No fue muy apretada: superó al Sí por apenas 0,43% del 
total de los votos con 62% de abstencionismo. (…) El 62% de 
abstencionismo observado en el plebiscito no es inaudito, aunque sí es más 
elevado que las tasas de abstencionismo en elecciones recientes. El 
promedio de abstencionismo en las elecciones legislativas entre 1991 a 
2014 fue del 56% y las elecciones presidenciales presentan una tendencia 
similar, con un promedio de abstencionismo del 54% entre 1990 y 2014 
(p.374).  
Lo anterior, es un hecho relevante teniendo en cuenta que se desconoció la voluntad 
popular, y se abrió paso a la implementación del acuerdo de paz, aún sin que este contará 
con el aval de los ciudadanos, es en este sentido donde la CIDH debe asumir el papel de 
garante de derechos, mas allá de la intención de las mayorías, puesto que en un país tan 
polarizado e ideologizado en muchos casos se presume el uso de las masas para legitimar 
actos contra la legalidad, en este sentido es un órgano jurisdiccional ajeno a las dinámicas 
del país quien decide sobre la forma en que se debe dar solución a la problemática que 
afectan los derechos humanos.  
Según Sagúes, N. P. (2010) desarrollan el control de convencionalidad a la luz de lo 
expuesto por la CIDH,  
al considera que ordena a los jueces nacionales reputar inválidas a las normas 
internas (incluida la Constitución) opuestas a la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, y a la interpretación dada a ésta por la Corte 
Interamericana. Es un instrumento eficaz para construir un ius commune 
interamericano en materia de derechos personales y constitucionales. (Sagúes, 
N, 2010, p.1). 
En la sentencia de la CIDH Myrna Mack Chang vs. Guatemala del 25 de noviembre de 
2003 se dictó con base al hecho de que el Estado dentro de su responsabilidad no puede ser 
juzgado de manera seccional, toda vez que 
 este rinde cuentas de manera integral ante cualquier autoridad o particular, y 
es acá donde el juez determina que el uso del término “control de 
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convencionalidad” tiene vigencia en mérito de que la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos debe funcionar como una especie de tribunal 
supranacional convencional, cuando el estado está bajo el imperio del derecho 
internacional, los Derechos Humanos, no obstante aclaro que son los jueces 
internos los que deben determinar el uso adecuado de dicha herramienta, para 





El presente artículo buscó comprender como se aplica el control de 
convencionalidad en temas electorales por parte de la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos, teniendo en cuenta los ordenamientos jurídicos de los países 
miembros, como es el caso colombiano el cual en virtud del bloque de 
constitucionalidad, reconoce los acuerdos internacionales suscritos por el Estado con 
entidades supra estatales como la ONU, OEA entre otros, de esta forma Colombia 
acepta la jurisdicción de la CIDH acogiéndose a las disposiciones emitidas por esta, en 
los temas concernientes a los casos electorales esta pretende evitar la extralimitación 
legal, política e ideológica de la administración de justicia.  
Es en este sentido que la comisión posee atribuciones de observador y controlador 
de la operación judicial, interpretando el derecho domestico a la luz de los acuerdos 
internacionales suscritos por los Estados miembro. Es así como esta institución 
supranacional cobre relevancia como un organismo de carácter neutral, que no depende 
de los avatares políticos de los países que la componen, para esto utiliza su carácter de 
ente de control internacional para estudiar las providencias emitidas por las 
instituciones judiciales, generando lineamientos para la protección de los derechos 
humanos y las personas por medio de sus sentencias.              
Para lograr estas decisiones sobre los ordenamientos jurídicos de un país se usa lo 
expresado por Alchourron y Bulygin. En efecto, “el rol de la solución de casos por 
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medio del esquema de soluciones análogas o extensibles contribuyen a una de las 
empresas más compleja del sistema normativo, alcanzar su plenitud y coherencia”. 
(2009, p.29). 
Lo anterior, evidencia el papel vinculante de los pronunciamientos de la CIDH, 
pero esto como se logra en cuanto los sistemas electorales de los países miembros, 
teniendo  en cuenta que en muchas ocasiones lo que se pretende es otorgar un 
revestimiento legal a los derechos políticos de los individuos y las colectividades, a 
causa de la forma como la administración de justicia se tiende a politizar e ideologizar, 
convirtiendo las actividades de control y vigilancia en inquisitivas desmarcándolas de 
los principios que se enmarcan sobre los derechos humanos, en este sentido a solicitud 
del interesado la CIDH entra a evaluar las providencias emitidas y generar un control 
de Convencionalidad, para que estos se ajusten a los derechos consagrados en la 
convención.     
Sobre esto en el presente artículo se desarrollaron las voces de distintos 
doctrinantes, como lo expone el Dr. Niño denominando el control de convencionalidad 
como un procedimiento donde una 
 “ley contraria a la Constitución no debe ser aplicada por el poder judicial, 
se debe extender, también leerse en clave de los pronunciamientos de la 
CIDH, en cuanto, una norma que en su aplicación resulte violatoria del 
derecho internacional humanitario no puede ser aplicado para el caso por 
parte del poder judicial”. (Niño 1991, p.100). 
Evidencia de lo anterior, son las disposiciones de los jueces sobre la forma como 
se juzgan conductas de carácter electoral, en el caso de Colombia el caso mas celebre 
es el de Petro Urrego Vs el Estado, el cual evidencia una antinomia entre lo expuesto 
por la legislación domestica y los derechos de la Convención Americana de Derechos 
Humanos, sobre las entidades que pueden sancionar a los individuos con penas sobre 
sus derechos políticos en el momento que se procesa a un funcionario de elección 
popular. 
  Demostrando que la CIDH se constituye en una institución de garantía a través 
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del control de convencionalidad, el cual permite el cumplimiento de la constitución, el 
caso del sistema electoral no pretende modificar las bases de este, sino observar las 
garantías que prestan los operadores judiciales sobre los derechos políticos, tanto de los 
grupos de gobierno como de oposición.    
De esta forma, se explora como se ha aplicado el control de convencionalidad en 
materia electoral, teniendo en cuenta que las decisiones emanadas por la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, posee un carácter prevalente sobre las 
actuaciones administrativas y judiciales del país miembro, en el cual se debe garantizar 
la imparcialidad y el debido proceso, como principios prevalentes de la normas 
constitucionales, lo que obliga a que el derecho colombiano y las instituciones apliquen 
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